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“Este macroproyecto, uno de los
más importantes de su especie en
este momento en Europa, debería
haber sido sometido a una declara-
ción formal y global de impacto
ambiental. En vez de eso, fue divi-
dido en 19 proyectos menores que
no han sido sometidos a un proce-
dimiento completo de impacto am-
biental”, dice la Comisión para ex-
plicar por qué emplaza a las autori-
dades españolas a dar explicacio-
nes sobre lo ocurrido, y rectificar,
en un plazo de dos meses.

El Ejecutivo comunitario sos-
tiene su criterio en una reciente
sentencia del Tribunal de Justicia
de la UE que condenó a España
por no trasladar correctamente a
la legislación nacional la directiva
sobre impacto ambiental en rela-
ción con los proyectos de desarro-
llo urbano. “La tesis que defiende
el Gobierno español de que en las
zonas urbanas el impacto ambien-
tal de los proyectos de urbaniza-
ción es prácticamente inexistente,
tampoco puede ser acogida en vis-
ta de la lista de factores que pue-
den verse afectados directa o indi-
rectamente por los proyectos a los
que se refiera la directiva”, señaló
el tribunal.

“Es decir, que los proyectos de
desarrollo urbano también necesi-
tan la declaración de impacto am-
biental”, explica un eufórico Car-
los Carnero, vecino de la M-30,
asociado a los perjudicados y
constante motor para la interven-
ción de las instituciones europeas
en el caso.

La Comisión subrayó que la de-
manda de realizar el estudio es una
exigencia legal que “no cuestiona
la necesidad, el diseño o la impor-
tancia de este proyecto para la ciu-
dad de Madrid”. Bruselas recuer-
da que la directiva 85/337/CEE es-
tablece que los grandes proyectos
de infraestructura deben someterse
a consulta pública y a declaración
de impacto antes de ser aprobados,
para evitar, o minimizar, los daños
medioambientales.

“Infracción evidente”
El colegio de comisarios tomó su
decisión a partir del documento
con recomendaciones que le elevó
la Comisaría de Medio Ambiente,
donde se estudiaron las “informa-
ciones complementarias muy volu-
minosas” proporcionadas por las
distintas partes, para llegar a la
conclusión de que “la infracción
de la directiva es evidente, pues no
se ha realizado una evaluación de
impacto de todos los proyectos o
evaluaciones de todos los subpro-
yectos que tuvieran en cuenta los
efectos acumulados”.

El procedimiento de infrac-
ción no ha hecho más que empe-
zar, pero para los críticos con la
opacidad del plan de transforma-
ción de la M-30 constituye una
victoria política de primera magni-
tud. “Es el día más feliz de mi
vida parlamentaria, después del
de la aprobación de la Constitu-
ción europea en la Convención”,
decía ayer Carnero. “El Ayunta-

miento y la Comunidad de Ma-
drid, que le eximió de la obliga-
ción de hacer estudio de impacto,
han recibido un golpe muy duro.
Los ciudadanos hemos ganado
una batalla”, agregó. El eurodipu-
tado, sufrido madridista, no pudo
evitar el símil futbolístico: “Parla-
mento y Vecinos, 1; Ayuntamien-
to y Comunidad de Madrid, 0”.

Las autoridades españolas tie-
nen ahora dos meses para respon-

der a esta primera carta de empla-
zamiento del comisario Stavros
Dimas. A la luz de la respuesta, o
en ausencia de ella, la Comisión
enviará un dictamen motivado en
el que establecerá clara y definiti-
vamente sus razones para creer
que ha habido infracción de la le-
gislación comunitaria y volverá a
dar dos meses al Estado para que
cumpla con ella. Si de nuevo la
respuesta es insatisfactoria, Espa-

ña será llevada al Tribunal de Jus-
ticia por la Comisión.

Carnero recomendó al alcalde
de Madrid, Alberto Ruiz-Gallar-
dón, que paralice las obras y bus-
que el consenso con todos los
afectados. “Si Gallardón no recti-
fica, va a meter a la ciudad, a la
comunidad autónoma y al país
en un procedimiento que puede
ser muy gravoso”, aventura el
eurodiputado.

La UE abre expediente a España porque
la M-30 carece de informe ambiental
La Comisión Europea dice que la reforma fue dividida en 19 proyectos para eludir el trámite

V. G. C., Madrid
“En esto estamos las tres admi-
nistraciones: Gobierno central,
Comunidad y Ayuntamiento.
Las tres estamos concernidas
por la carta de la Comisión Eu-
ropea”. Así de tajante se mos-
tró ayer José María Ortega, di-
rector de Desarrollo de Infraes-
tructuras en el Ayuntamiento,
tras conocer que Bruselas ha
abierto expediente a España
por las obras de la M-30. Se-
gún Ortega, lo único que ha he-
cho la UE es “iniciar el procedi-
miento para averiguar si Espa-
ña ha incumplido o no el dere-
cho comunitario”. “Ahora no-
sotros tenemos que responder
explicando por qué, a nuestro
juicio, no se incumple”, dice.

Pero en ese “nosotros” inclu-
ye el director general a las tres
administraciones. “Nadie debe
olvidar que las obras no pasa-
ron declaración de impacto am-
biental porque la Comunidad
de Madrid eximió al Ayunta-
miento de ese trámite, y que el
Consejo de Estado [órgano con-
sultivo del Gobierno central y
del autónomo] también se mos-
tró a favor. Por último, el Minis-
terio de Medio Ambiente impu-
so una serie de condiciones pa-
ra ejecutar la obra del río, que
el Ayuntamiento está cumplien-
do. Si la normativa europea es-
tá mal traspuesta a las leyes es-
pañolas, eso no es responsabili-
dad del gobierno municipal”,
concluyó Ortega.

La concejal de Urbanismo,
Pilar Martínez, insistió en res-
tar importancia a la decisión
de la Comisión. “Una carta
de emplazamiento lo que hace
es abrir un procedimiento ad-
ministrativo, pero no está di-
ciendo que haya infracción.
Vamos a contestar en el plazo
de dos meses con toda la trans-
parencia”, afirmó. Martínez re-
cordó que, hasta la fecha, “cin-
co sentencias judiciales” han da-
do la razón al Ayuntamiento y
se la han quitado a quienes pe-
dían paralizar las obras por ca-
recer de declaración ambiental.

“Vía urbana”
El Consejo de Estado emitió su
dictamen —elaborado a instan-
cias del Gobierno regional—
en abril de 2004. En él explica-
ba que, al cambiar de titulari-
dad la M-30 (el Ministerio de
Fomento se la había traspasa-
do al Ayuntamiento dos meses
antes), dejaba de ser una “carre-
tera” para convertirse en una
“vía urbana” y que, por ello, su
reforma no requería declara-
ción ambiental previa.

Con ese informe en la ma-
no, la Comunidad eximió al
proyecto de la obligación de pa-
sar el trámite, aunque le impu-
so condiciones. Quedaba un
obstáculo: las obras en el tra-
mo del río afectaban a una zo-
na que es competencia exclusi-
va del Ministerio de Medio Am-
biente. Finalmente, la Confede-
ración Hidrográfica del Tajo
dio su aprobación al proyecto
—“para que el río sea parte de
la vida ciudadana”, dijo su pre-
sidente, José María Macías—,
pero también con condiciones.

J. SÉRVULO GONZÁLEZ, Madrid
El tirón de orejas que la Comi-
sión Europea (CE) le ha dado al
alcalde, Alberto Ruiz-Gallar-
dón, al abrir un procedimiento
de infracción por carecer las
obras de la M-30 de una declara-
ción de impacto ambiental
(DIA), ha sido recibido con satis-
facción en la oposición. Tanto
PSOE como IU habían denuncia-
do en repetidas ocasiones la nece-
sidad de acompañar el proyecto
de una declaración de impacto
ambiental.

La portavoz socialista en el
Ayuntamiento, Trinidad Jimé-
nez, reclamó ayer que se parali-
cen las obras para que se realice
la declaración de impacto am-
biental “con el fin de que se
adopten las medidas que se han
evitado tomar durante este tiem-
po”. Jiménez apostó por “alar-
gar los periodos de las obras si es
necesario, colocando pantallas
que eviten las molestias y salva-
guardando el bienestar de los ciu-
dadanos”.

El concejal socialista respon-
sable del área de Urbanismo, Fe-

lix Arias, reconoció que la parali-
zación de las obras podría cau-
sar efectos indeseados en los ciu-
dadanos. “En cualquier caso, de-
bería elaborarse la declaración
de impacto de los proyectos ac-
tuales y futuros”, agregó.

La portavoz socialista leyó la
resolución de la Comisión: “La
M-30 es una autopista que atra-
viesa una zona ecológicamente
sensible, con una alta densidad
de población y elevados niveles
de contaminación”. Y calificó
de “inaceptable” que desde el
Consistorio se siga insistiendo
en que las obras terminarán den-
tro de plazo, “cuando la CE les
acaba de acusar de cometer una
infracción”.

El secretario general del Parti-
do Socialista de Madrid (PSM),
Rafael Simancas, se sumó a las
críticas. El líder socialista señaló
que la decisión supone un duro
varapalo a la presidenta de la Co-
munidad, Esperanza Aguirre. Si-
mancas dijo que la presidenta ha-
bía “eximido de forma ilegal al
Ayuntamiento de la declaración
de impacto ambiental”. Ade-

más, exigió una “rectificación in-
mediata” al Gobierno regional.
Simancas apoyó las declaracio-
nes de Jiménez y reclamó el estu-
dio de impacto.

La portavoz de IU, Inés Sa-
banés, dijo que “se deberían pa-
rar las obras no iniciadas con
carácter inmediato para someter-
las a la declaración de impacto
medioambiental”. Respecto a
los trabajos que ya están en mar-
cha, Sabanés dijo que “deberían
corregirse para cumplir la nor-
mativa comunitaria”. Sabanés
acusó al Ayuntamiento de “bur-
lar de forma deliberada los proce-
dimientos”. La responsable de la
coalición añadió: “Es una adver-
tencia muy seria para el Ayunta-
miento, pero también para el res-
to de instituciones españolas”.
Sabanés se mostró confiada en
que “se produzcan modificacio-
nes sustanciales a este proyecto”
por el expediente de Bruselas.

La concejal de IU responsa-
ble de asuntos medioambienta-
les, Concha Denche, apuntó que
“habrá que reconducir las obras
para que se ajusten a la ley”.

La oposición exige que se paren las obras

RICARDO M. DE RITUERTO, Bruselas
La Comisión Europea abrió ayer un expe-
diente a España por no haber realizado el
Ayuntamiento de Madrid un estudio de im-
pacto ambiental antes de iniciar las obras de
reforma de la M-30, valoradas en 4.000 mi-

llones de euros. Bruselas no cuestiona la ne-
cesidad del proyecto, pero mantiene que de-
be ir acompañado de la correspondiente de-
claración de impacto. No hacerlo supone
una violación de una directiva que, de no
ser rectificada, puede acabar en el Tribunal

de Justicia. Para el eurodiputado socialista
Carlos Carnero, a cuya instancia se pronun-
ció la Comisión, se trata de una victoria de
los ciudadanos afectados. Usó términos fut-
bolísticos: “Parlamento y Vecinos, 1; Ayun-
tamiento y Comunidad de Madrid, 0”.

Atasco de vehículos en las obras de la M-30 a la altura de la avenida de Portugal. / BERNARDO PÉREZ
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El Ayuntamiento
subraya que la
Comunidad y el
Consejo de Estado
avalaron la obra


